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de la OEA en el Caribe: 1948-1965 
Héctor Luis Martínez* 
Consideraciones generales 
Como secuela de la gran depresión de 1929, el ejercicio del poder 
político en América Latina se vio matizado por la presencia de regí-
menes autoritarios. Era latente el predominio de sectores oligárquicos 
criollos, cuyas ataduras con el viejo orden impedían la ponderación 
de los cambios requeridos en los años de la primera posguerra. Esta 
limitante marcó la diferencia entre los regímenes de fuerza -aferrados 
al poder con los métodos de la persecución, la violencia, los allana-
mientos, la exclusión, la guerra civil, etcétera- y los sectores emer-
gentes que auspiciaban las luchas democráticas, orientados por la 
necesidad de superar los marcados remanentes heredados de la épo-
ca colonial como única vía para la verdadera modernización del apa-
rato estatal. 
Esta dualidad entre dictadura y democracia se entroniza aún más 
a partir del desenlace de la Segunda Guerra Mundial, debido, entre 
otros factores, a la recomposición que experimentó el escenario polí-
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tico mundial a partir de 1946, a las graves dificultades económicas 
conocidas a partir de la guerra fría, y a la influencia del socialismo en 
todo el mundo. De aquí se desprende la rivalidad entre Estados Uni-
dos y la desaparecida Unión Soviética, expresada inicialmente en dos 
escenarios fundamentales: América Latina y el sureste asiático. 
Gracias a su est,atégica posición geográfica, el Caribe se convirtió 
en foco receptor de la lucha librada por las dos grandes potencias mun-
diales en el hemisferio occidental y, por consiguiente, en una zona de 
marcada tensión política. Sus aguas revueltas por el auge de las luchas 
democráticas, bajo el influjo de las ideas socialistas, provocaron que 
Estados Unidos hiciera hasta lo imposible por conservarlo como am-
biente favorable a las tiranías. 1 A pesar de la experiencia de Jacobo Ar-
benz en Guatemala, la identificación con las dictaduras despertaba 
tanta confianza que se hizo notorio cierto abandono de la cuenca, lo 
cual condujo al nombramiento de diplomáticos incompetentes. Tal fue 
el caso de las condecoraciones de Submarinista Honorífico y de la Le-
gión del Mérito concedidas en 1954 al dictador venezolano Marcos 
Pérez Jiménez. También destaca la acción del secretario de la Armada 
estadounidense, Charles S. Thomas, al comparar al general Juan Do-
mingo Perón con George Washington y con José de San Martín. 
Sin embargo, la solidez de la penetración de las ideas socialistas 
en el Caribe hizo comprender a Estados Unidos que no bastaban las 
lisonjas a los gobernantes para asegurarse el control de la zona. Para 
ello, Patrick J. Hillings, congresista republicano por California, en su 
condición de miembro de la comisión especial de la Cámara de Re-
presentantes para estudiar el avance del comunismo en Centroaméri-
ca, propuso las siguientes medidas: 
1) Continuar proporcionando materiales de defensa a las bases an-
ticomunistas en América Latina. 
1 Juan Bosch, Poker de espanto en el Caribe, 1990. 
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2) Estimular la mejoría de la defensa en América Latina, lo que a su 
vez sería reforzar el blanco meridional de Estados Unidos. 
3) Auspiciar el mejoramiento de las condiciones de salubridad. 
4) Programar visas para Estados Unidos a estudiantes, educadores 
y comerciantes. 
5) Retirar el aprovisionamiento de combustible y boicotear los 
principales productos de exportación.2 
El pretexto de la penetración roja llevó a Estados Unidos a trans-
portar hasta Centroamérica, tanto por vía aérea como marítima, ar-
mas de diversos calibres y en cantidad apreciable. El uso adecuado 
de estos recursos bélicos se garantizaba con la formación de un bata-
llón élite de combate propuesto por el coronel del ejército estadouni-
dense, M. C. Shattuck, compuesto por 800 efectivos especialmente 
entrenados para entrar en acción en caso de guerra o desórdenes in-
ternos. De modo que las recomendaciones del congresista Hillings, 
delatoras de la temprana estimulación de la fuga de cerebros y la es-
trangulación económica concebida por Estados Unidos para los pun-
tos de mayor tensión en el Caribe, quedaban respaldadas por una 
serie de disposiciones militares dirigidas a fortalecer sus intereses en 
la zona del Canal de Panamá. 
Además de tales medidas de fuerza, el carácter tenso de las rela-
ciones internacionales entonces predominantes en el Caribe, per-
meado por conflictos permanentes provocados por el trasiego ilegal 
de armas, de inmigrantes, o por la organización de movimientos 
conspirativos contra un Estado vecino, también se trató desde la pers-
pectiva de la prevención o solución a través de la firma de numerosos 
convenios, acuerdos y pactos multilaterales. Entre éstos se contem-
plaban iniciativas conjuntas de control y vigilancia fronterizas. Tal fue 
'La Nación, 9 de junio de 1954, p.1. 
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el caso de Nicaragua y el Pacto de Amistad firmado con Costa Rica 
en 1949, así como el Acuerdo sobre Asilo Territorial firmado después 
con Honduras.3 
No obstante, importa destacar que ni la iniciativa militar ni los nu-
merosos dispositivos diplomáticos lograron bajar el nivel de las ten-
siones experimentadas en el Caribe gracias a la combinación de las 
ideas socialistas (en auge al iniciar la segunda posguerra) con las con-
diciones objetivas locales favorables a la lucha democrática contra los 
regímenes tiránicos imperantes. En realidad en toda la zona operaba 
una especie de club de la democracia con sede en Costa Rica y en 
Guatemala, y posteriormente en Venezuela, que puso en jaque al au-
toritarismo liderado porTrujillo, Somoza, Batista y Pérez Jiménez. 
Ambas partes tomaron iniciativas de ataques, ya fuera por la vía de 
la lucha armada o a través de la orquestación de campañas difamato-
rias difundidas por la prensa, la radio y, poco después, la televisión. 
Tomando en cuenta que las tensiones provocadas por los enfrenta-
mientos entre dictadores y demócratas liberales no sólo afectaba a los 
países en pugna, sino a toda la región, Estados Unidos hizo valer su 
liderazgo en el hemisferio y consideró el recurso de la diplomacia 
como la vía más expedita para resolver las diferencias. Para ello, y en 
atención a otras razones, se hizo necesario crear un instrumento para 
regular las relaciones y estimular líneas de colaboración entre los 
Estados del continente, además de garantizar la firma de acuerdos 
conciliatorios entre las naciones en pugna, así como el recurso de la 
acción conjunta en caso de agresión. Con este propósito nació la Or-
ganización de Estados Americanos. 
Como muestra muy general sobre las formas en que se expresaron 
las tensiones políticas desencadenadas en el Caribe durante el periodo 
3 
"Actas OEA", en Memoria de la Secretaría de Estado de Relaciones Exteriores 
(Serex), 1959, pp. 101-102. 
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de referencia, y de las primeras acciones de arbitraje desempeñadas 
por la OEA, basta reparar en los casos que se esbozan a continuación. 
Rafael Leónidas Trujillo: centro 
de las tensiones políticas en el Caribe 
Como primera figura del gobierno de la Junta Revolucionaria de Ve-
nezuela (1945-1948), Rómulo Betancourt ratificó sus convicciones 
democráticas al plantear la necesidad de tender un cerco sobre todo 
gobierno de la región que no fuera fruto de la libre decisión del pue-
blo. Sus ideas al respecto están recogidas en su tesis del "Cordón sani-
tario" contra las dictaduras del continente, y mostradas en el anuncio 
de la ruptura de relaciones diplomáticas con el régimen despótico de 
Trujillo, ya en entredicho porque la sede diplomática dominicana en 
Caracas, junto con sus funcionarios, había sido objeto de atropellos, 
usurpación y destrozos.4 
Por la ejecución de estas medidas, Betancourt yTrujillo protagoni-
zaron probablemente la más encarnizada rivalidad conocida entre 
gobernantes de la región. Acciones de ofensiva y contraofensiva con-
traponían a estos dos hombres de Estado presentándolos cual eran: 
políticos paralelos. Betancourt, en nombre de sus convicciones de-
mocráticas, buscó siempre la oportunidad de contribuir con la caída 
del dictador dominicano. Para tal objetivo contó con sus aliados de 
Costa Rica, Guatemala y, coyunturalmente, Cuba. Por su parte, Truji-
llo devolvió cada golpe con una carga de igual o mayor fortaleza, sin 
percibir quizá que la personificación de aquellos conflictos de Estado 
convertía a la cuenca del Caribe en una zona conflictiva de gran in-
tensidad. 
4 José Almoina, Yo fui secretario de Trujillo, 1959, p. 219. 
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Es obvio que el contexto en que se establece el gobierno de la Junta 
Revolucionaria también despertara la resistencia de los diferentes gru-
pos o sectores sociales que desde el siglo anterior venían siendo bene-
ficiados por el predominio de los despotismos criollos. Muchos expre-
saban esta resistencia buscando en el exilio el amparo de regímenes 
totalitarios, otros decidían abrazar la lucha armada. Los primeros eran 
recibidos con todas las facilidades en Ciudad Trujillo, cual demuestra 
Almoina, estrecho colaborador del sátrapa, al sostener que: 
Constituida la Junta de Caracas y lanzada a un torbellino de persecucio-
nes en Venezuela, el Presidente me ordenó que girase una circular a los 
agentes consulares de la República para que dieran todo género de fa-
cilidades a los numerosos venezolanos que se veían obligados a exilar-
se de su patria huyendo de las persecuciones desatadas por los dema-
gogos victoriosos. Llegaron entonces a la República Dominicana, entre 
otros venezolanos distinguidos, el general Rafael Simón Urbina, los pe-
riodistas Federico Landaeta, el señor Prato, y algo después, José Vicente 
Pepper y su esposa, la señora Graciela Rincón Calcaño de Pepper. 5 
También los conspiradores contra la Junta Revolucionara recibían 
todo el apoyo logístico del dictador dominicano. Así lo confirma el 
testimonio de Pedro Estrada, jefe de Seguridad Nacional durante la 
dictadura de Marcos Pérez Jiménez, al afirmar que de 1945 a 1948 se 
dedicaron a la conspiración contra los adecos. Esa etapa fue dura 
hasta que Trujillo "ofrece (5/C) apoyo. Organizamos ese movimiento 
comprando armas, aviones a través de Trujillo, quien financió la ma-
yor parte de estos gastos. Trujillo no se echa para atrás".6 
5 !bid, p. 222. 
6 Julio Portillo, Venezuela-República Dominicana: relaciones diplomáticas, 1844-
1984, 1984, p. 140. 
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Igual ocurría en Venezuela con la diáspora que provocaba el truji-
llismo. En ese país el exilio dominicano era apoyado ora con la soli-
daridad ideológica, ora con la solidaridad material, en su propósito 
de contemplar el regreso de la libertad a la República Dominicana. 
Esta lucha entre democracia y dictadura personificada por Betan-
court y Trujillo, al tiempo que aumentaba las tensiones en la cuenca 
del Caribe, ponía al desnudo las diferencias entre estos dos hombres 
de Estado, separados tanto por sus ideales como por sus temperamen-
tos. Trujillo era un dictador sanguinario y corrupto, que había actuado 
y seguía actuando con mano impía contra todo asomo de oposición 
y acumulando enormes fortunas sustraídas de las arcas nacionales. 
Betancourt era un viejo e incansable luchador revolucionario, de mo-
desto vivir, con antecedentes marxistas, que detestaba toda forma de 
tiranía y esclavitud. 7 
El desenlace de la Segunda Guerra Mundial favoreció la conforma-
ción de un ambiente revolucionario que cuestionaba la permanencia 
de los regímenes de fuerza que imperaban en América. Como reac-
ción ante este nuevo escenario, Estados Unidos pasó de nuevo a ofre-
cer apoyo a las dictaduras de extrema derecha y a conspirar contra el 
avance del movimiento democrático en América Latina.8 De ese modo 
Trujillo quedó tan fortalecido que llegó a autoproclamarse campeón 
del anticomunismo en América. 
Inspirados por esta realidad, un número importante de dominica-
nos proscritos renovaron sus esfuerzos y luchas contra el dictador. El 
primer objetivo era lograr la cohesión de los exiliados para armar una 
expedición que diera al traste con la dictadura que durante casi vein-
te años venía padeciendo la República Dominicana. 
7 Miguel Guerrero, La ira del tirano. Historia del atentado de Los Próceres, 1994, p. 35. 
8 Roberto Cassá et al., Historia social y económica de la República Dominicana, 
1980, p. 273. 
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En ese tenor se concibió la conspiración de Cayo Confite, promovi-
da por el exilio dominicano refugiado en Venezuela, Costa Rica, Nica-
ragua, Puerto Rico y Cuba. Gracias al apoyo material de los gobiernos 
de estos países, y a la solidaridad de su gente, el exilio dominicano 
logró reunir en Cayo Confite -bajo el liderato del general Juan Rodrí-
guez, Leovigildo Cuello, Juan Isidro Jiménez Grullón y Angel Mora-
les- a 1300 expedicionarios con el propósito de derrocar al dictador 
dominicano. Para esto contaban con una cantidad apreciable de re-
cursos y con un entusiasmo que desbordaba las reales posibilidades 
de éxito. 
Confinados durante casi cuatro meses en un lugar desolado, cu-
bierto de arena y sin vegetación, los expedicionarios de Cayo Confite, 
carentes de agua y alimentos, vieron frustrados sus planes revolucio-
narios.9 Las embarcaciones que les servían de apoyo, El Fantasma y La 
Aurora, debieron detener su rumbo ante las órdenes de la Marina de 
Guerra de Cuba, siendo apresada toda la tripulación. De modo que, 
gracias a la presión ejercida por Estados Unidos contra el gobierno 
cubano -lo que favorecía a su aliado de Santo Domingo-, esta cons-
piración fue desactivada en septiembre de 1947. Con gran pesar, el 
Comité Central Revolucionario debió admitir la disolución de sus 
fuerzas, y ello se tradujo en el afianzamiento de la dictadura, apoyada 
en la aplicación de medidas de represión que repugnan a la concien-
cia civilizada del continente americano. 10 
Ante el fracaso de Cayo Confite, Trujillo acusó al gobierno de Cuba 
de permitir que en su territorio se organizaran actividades sediciosas 
contra su país. Dado que la organización de esta expedición eran 
notoriamente pública, Trujillo no vaciló en solicitar a la OEA el inicio 
de una investigación a través del Comité Interamericano de Paz (CIP). 
9 Franklin Franco, Historia del pueblo dominicano, 1993, p. 558. 
10 Carolina Mainardi, C., Vivencias, 2001, p. 137. 
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De acuerdo con las pesquisas del CIP, los preparativos de la expe-
dición de Cayo Confite se iniciaron durante el primer semestre de 
1947. Sus participantes, más de mil hombres de diversas nacionalida-
des, fueron concentrados y entrenados en el politécnico o Instituto 
Holguín, y en el aeropuertoAnacia, próximo al localizado en Rancho 
Boyeros. Por mar y aire fueron transportados cañones, bazookas, cen-
tenares de fusiles y ametralladoras, y millones de cartuchos de muni-
ción. Toda la operación estaba sujeta a la observación continua de la 
Marina y de la Fuerza Aérea de Cuba. Uno de los contactos fue José 
Manuel Alemán, ministro de Educación de Cuba, quien desvió parte 
de los fondos de dicho ministerio. En su finca, próxima a La Habana, 
se concentró parte de las armas a uti I izar. 11 
En la parte final del informe extractado se sostiene el mal estado de 
las barcazas y la motonave comercial bajo custodia de la Marina de 
Cuba, que también tenía el control de una parte importante de las 
armas decomisadas a los expedicionarios. 
Fracasada esta conspiración, el liderazgo del exilio dominicano 
aprobó la firma de un pacto o alianza con los demócratas de Costa 
Rica y Nicaragua que facilitara la lucha contra las dictaduras impe-
rantes en esos países. El llamado Pacto del Caribe fue firmado en 
Guatemala en diciembre de 1947, por Juan Rodríguez en nombre del 
pueblo dominicano; E. Chamorro, Gustavo Manzanares, Pedro José 
Zepeda y Rosendo Argüello, en nombre de Nicaragüa, y José Figueres 
por parte de los costarricenses. 
Los términos en que se firmó dicho pacto pueden resumirse en los 
puntos siguientes. 
1) Formación de un sólo equipo revolucionario con todos los re-
cursos económicos, bélicos y humanos que sea posible dispo-
11 Anales OEA, vol. 2, núm. 3, 1950, p. 248. 
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ner. El acervo común será incrementado por los recursos de 
cada país liberado. 
2) Instalación de un Comité Supremo Revolucionario compuesto 
por el general Juan Rodríguez García y José Horacio Rodríguez 
Vázquez en representación de la República Dominicana; Ro-
sendo Arguello y Toribio Tijerino, por Nicaragua; y José Figueres 
y Rosendo Arguello hijo por la República de Costa Rica. 
3) El presidente nato de este Comité será el general Juan Rodrí-
guez García, en atención a sus relevantes méritos personales, 
especialmente, por su noble desprendimiento y espíritu de sa-
crificio y servirá, además, al cargo de comandante en jefe de 
los Ejércitos aliados, y en concepto de tal nombrará un Estado 
Mayor de técnicos con el cual debe asesorarse el Comité en 
asuntos militares. 
4) Los estados y repúblicas liberados por el Comité Supremo Revo-
lucionario se comprometen a pactar una alianza democrática 
del Caribe, a la cual podrán ingresar los países democráticos 
ribereños de este mar, además de El Salvador y Ecuador por mo-
tivos peculiares. 
5) Esta Alianza tendrá por finalidad consolidar y depurar la vida 
democrática en los pueblos miembros; exigir el respeto inter-
nacional para cada uno de sus componentes; recuperar las po-
sesiones europeas que perduran en el Caribe; propender a la 
formación de una nueva República integrada por las Antillas 
Menores; exigir la alternabilidad en el poder, etcétera. 
6) Cualquier diferencia a la interpretación o aplicación del presen-
te pacto será sometida a la decisión irrevocable del señor presi-
dente don Juan José Arévalo, en cuya capacidad, honestidad e 
imparcialidad se tiene plena confianza. 12 
12 Guillermo Vi llegas H., La guerra de Figueres. Crónica de ocho años, 1998, p. 212. 
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A partir de este Pacto del Caribe el exilio dominicano, en su persis-
tencia de liquidar a Trujillo, mudó su centro de operaciones a Centro-
américa y provocó un impacto de inmediato con su participación en 
la caída del gobierno de Teodoro Picado, 13 así como en las acciones 
que facilitaron el ascenso de José Figueres a la presidencia de Costa 
Rica. 
En 1949 la lucha antitrujillista tuvo por sede a Guatemala, país 
desde el que se concibió el plan de invadir de nuevo el territorio do-
minicano. Originalmente se contempló la entrada simultánea por el 
norte, sur y centro de Santo Domingo, bajo las comandancias de Juan 
Rodríguez García, jefe supremo, Miguel Ángel Ramírez y Horado 
Julio Ornes, quienes ganarían posiciones en los puntos estratégicos 
de los sistemas montañosos dominicanos, mientras llegaban cerca de 
500 combatientes procedentes de Cuba. También se contemplaba en-
tregar armas a los contactos locales conocidos como miembros del 
Frente Interno. En tal empresa se utilizaría parte del arsenal y del per-
sonal reunido para la expedición de Cayo Confite. 
En la ejecución de este plan, una parada técnica para abastecer-
se de combustible impidió la llegada de los contingentes previstos 
para el Norte y el Sur. Sólo un hidroavión tipo Catalina acuatizó el 
19 de junio de 1949 en Luperón, provincia Puerto Plata, portando 
15 expedicionarios y una cantidad apreciable de pertrechos de gue-
rra. Avistado por guardacostas del régimen y militares de ese munici-
pio, el hidroavión fue sometido a un intenso fuego cruzado, lo que 
provocó su incendio. La tripulación, compuesta por los estadouni-
denses John M. Chewing, George Raymund Sesuggs y Habbet Joseph 
Warrat, murió carbonizada; igual suerte corrieron Alberto Ramírez, 
de Nicaragua, y Alfonso Leyton, de Costa Rica, mientras Gugú Hen-
ríquez, Manuel Calderón, Salcedo y Alejandro Selva, este último de 
13 Gerardo Gallegos, Trujillo: cara y cruz de su dictadura, 1969, p. 187. 
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Nicaragua, murieron ultimados. Los sobrevivientes -Horacio Julio 
Ornes Coiscou, comandante de la expedición, José Rolando Martí-
nez Bonilla, José Félix Córdoba Soniche, Julio H. Arvelo y Miguel 
Angel Feliú, todos torturados por sicarios de Trujillo-fueron deporta-
dos meses después, al quedar sin efecto una sentencia de 30 años de 
trabajos públicos. 
Tras el fracaso de Luperón se intentó recomponer la Legión del 
Caribe contando con un nuevo aliado: la República de Haití, lo cual 
incrementó considerablemente las tensiones en el Caribe porque Tru-
jillo nunca antes había contado con opositores tan próximos. Por ello 
urdió el plan de invadir Haití, para lo cual usó como pretexto el mon-
taje de un ataque a la delegación dominicana en ese país. 
Según denuncias de las autoridades de Haití, los planes de Trujillo 
contra ese país se expresaron con la reiterada violación de su territo-
rio en desconocimiento del acuerdo firmado por ambas naciones en 
junio de 1949. El mismo recogía el artículo 33 del tratado dominico-
haitiano de 187 4, donde se establecía el compromiso de alejar de sus 
fronteras y extrañar de sus territorios respectivos a los individuos cuya 
presencia en ellos fuere capaz de causar en el Estado vecino pertur-
baciones o desórdenes. 14 
Para el gobierno dominicano dicho tratado no dejaba de ser una 
simple y vaga referencia histórica, carente de toda vigencia. De ahí 
que -según denuncia de la cancillería haitiana recogida por el docu-
mento en referencia- se permitiera, entre otros, a los señores Astrel 
Roland y Alfred Viau, proferir desde la radioemisora estatal La Voz 
Dominicana, expresiones injuriosas y sediciosas contra las autorida-
des establecidas en su patria, lo que representaba un elemento de 
distanciamiento o deterioro de las relaciones dadas entre los estados 
vecinos. 
14 Anales OEA, vol. 11, núm. 3, 1950, p. 241. 
Tensiones políticas y arbitraje de la OEA 291 
Junto a esta campaña radiofónica se daban de manera constante 
incidentes, a lo largo de toda la frontera, por la violación aérea y te-
rritorial de la jurisdicción haitiana. Tan avanzados estaban los planes 
de Trujillo contra el presidente Estimé, que en 1950 se contemplaba el 
asesinato de numerosas personalidades haitianas, causar incendios y, 
aprovechando el pánico general, el ex coronel Roland, acantonado en 
pequeño poblado dominicano de Jimaní, debía atravesar la frontera a 
la cabeza de un bando armado y derrocar al presidente haitiano. 15 
Con el propósito de tratar una situación que afectaba a los diferentes 
gobiernos del Caribe, y a instancias de la cancillería haitiana, la OEA -
constituida en Órgano de Consulta- designó en enero de 1950 una 
comisión investigadora compuesta por los embajadores de Bolivia, Co-
lombia, Ecuador, Estados Unidos y Uruguay, quien la presidía. Contaba 
además con la asesoría de los estadounidenses Charles Hauch y Hobart 
Spalding, y del colombiano José María Palacio. 
Dada la magnitud de las tensiones políticas que afectaban a la re-
gión, esta comisión desarrolló un plan de trabajo tan activo que en 
menos de 45 días llevó a cabo quince reuniones. Incluyó entrevistas 
por separado con Hildebrando Alccioly, presidente del Comité Intera-
mericano de Paz; los embajadores Joseph L. Déjean (Haití) y Joaquín 
E. Salazar (República Dominicana); Vilfort Beauvoir, canciller de Hai-
tí; las delegaciones de Cuba, Venezuela y Guatemala, y con los presi-
dentes Dumarsais Estimé y Rafael L. Trujillo. Entre sus conclusiones 
destacan los siguientes aspectos: 
1) Roland y Dupuy mantuvieron relaciones con anterioridad a no-
viembre de 1949 para planear una revolución contra Haití. 
2) Dupuy recibió alrededor de 2,000 dólares por medio del primer 
secretario de la Embajada dominicana en Puerto Príncipe y de 
15 Ibídem, p. 239. 
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una persona allegada al señor Anselmo Paulina, como ayuda 
para la conspiración. El propio Dupuy se trasladó a la República 
Dominicana a principios de diciembre de 1949, donde obtuvo 
armas y municiones de una persona indicada por el ex coronel 
Roland para emplearlas en las actividades subversivas en Haití. 
3) En dicho viaje, Dupuy y sus acompañantes contaron con la co-
operación de algunas autoridades dominicanas que les facilita-
ron medios de transporte, comunicación y otros servicios. 
4) La conspiración Dupuy-Roland tenía por objetivo derrocar el 
régimen del presidente Dumarsais Estimé. 
5) El gobierno de la República Dominicana no tomó las medidas 
necesarias para evitar que en su territorio, los señores Astrel Ro-
land y Alfred Viau desarrollaran actividades para alterar la paz 
interna de Haití, como habría correspondido de conformidad 
con la declaración conjunta de 1949. 
6) Algunas autoridades dominicanas no solamente toleraron las ac-
tividades de Astrel Roland, también prestaron ayuda en la cons-
piración de noviembre y diciembre de 1949.16 
Estas conclusiones llevaron a Trujillo a sentir una presión mayor 
por parte de sus opositores internacionales, por lo que asumió actitu-
des tan desacertadas como su intento de asesinar al presidente Figue-
res en dos ocasiones, una en la ciudad de Nueva York, y otra en Costa 
Rica. En La Habana intentó el secuestro de Mauricio Báez, dirigente 
sindical dominicano, y el asesinato de Rómulo Betancourt en Nueva 
York auspició el asesinato de Francisco Requena. Además, ordenó re-
tener la embarcación El Quetzal en franca acción de piratería, pues se 
localizaba a más de mil millas de las costas dominicanas, en los lími-
tes marítimos de Cuba. 
16 lbidem, p. 245. 
Tensiones políticas y arbitraje de la OEA 293 
Todo esto hacía del Caribe una zona de gran perturbación y marca-
da tirantez en sus relaciones internacionales, lo que simulaba un am-
biente de guerra. Por ello Trujillo se había preparado comprando ar-
mas en Brasil y en Europa, y envió compradores hasta Asia; adquirió 
navíos de combate en Inglaterra y convirtió su flota en la mayor del 
Caribe -más aún que las de Venezuela, Colombia y Cuba juntas-, 
montó una fábrica de armas con expertos de Europa, se hizo de avio-
nes y se jactó públicamente de tener setenta mil soldados de línea. 17 
Nicaragua y Costa Rica: entre la dictadura 
y los aprestos reformistas, 1940-1955 
La dinastía de los Somoza ocupó el poder en Nicaragua durante más 
de 40 años. Se inició en 1936, con Anastasia Somoza García, y con-
tinuó con sus hijos Luis y Anastasia Somoza Debayle hasta el triunfo 
de la Revolución sandinista en 1979. 
Al igual que Rafael Leónidas Trujillo en Santo Domingo, Anastasia 
Somoza García fue el resultado militar y político del ciclo de inter-
venciones armadas patrocinado por Estados Unidos durante el primer 
cuarto del siglo XX. Su ascenso como hombre público no se detuvo a 
partir de 1933, cuando -premiado por su incondicionalidad a los in-
vasores estadounidenses- fue designado jefe de la Guardia Nacional. 
Apoyado por los sectores tradicionales de poder, los grandes pro-
pietarios de fincas cafetaleras, ganaderas y del comercio, así como 
por Estados Unidos, Somoza García ocupó por primera vez la presi-
dencia de Nicaragua en 1937, y al año siguiente logró despejar toda 
duda al afianzarse en el poder gracias al respaldo ofrecido por la 
Asamblea Nacional Constituyente. También contó siempre con un 
17 Juan Bosch, op. cit. 
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trato preferencial por parte del Departamento de Estado, dada la ubi-
cación de Nicaragua en el área de influencia del Canal de Panamá. 
Era tan necesario procurar las buenas relaciones con el gobierno de 
Nicaragua, que el presidente Roosevelt llegó a afirmar: Somoza es un 
hijo de perra, pero es nuestro hijo de perra. 18 
Para consolidarse en el poder Somoza García se concentró en la 
desarticulación del movimiento revolucionario aprovechando la de-
bilidad que le caracterizaba, pues carecía de dirección y organiza-
ción. Como parte de este objetivo desarrolló una tenaz persecución 
contra obreros, campesinos y las expresiones progresistas de la pe-
queña burguesía; también se valió de la prebenda, la intimidación y 
la compra de la fidelidad o la conciencia. 
Aún así, no fue posible frenar la capacidad de movilización y lu-
cha del pueblo nicaragüense, estimulado por los procesos progresis-
tas que recién habían dado al traste con los regímenes de fuerza diri-
gidos por Ubico en Guatemala, y por Martínez en El Salvador. A pesar 
del cierre de la universidad estatal y de la momentánea neutralización 
de los trabajadores, lograda con la promulgación en 1945 de un Có-
digo de Trabajo que nunca aplicó, 19 fueron tan fuertes las presiones de 
los sectores populares que Somoza se vio forzado a desistir de sus 
pretensiones reeleccionistas. En tal sentido, debió conformarse con la 
comandancia de la Guardia Nacional y apoyar a Leonardo Argüello 
como candidato a la presidencia de la República en las elecciones 
generales de 1 946. 
Contrario a la experiencia conocida por su homólogo Trujillo, el 
nombramiento de Leonardo Argüello como presidente títere no resul-
tó funcional para Somoza. Desde temprano el nuevo presidente mos-
18 Mirtha Muro Rodríguez et al., Nicaragua y la Revolución sandinista, 1986, p. 55. 
19 Héctor Pérez Brignole (ed.), Historia general de Centroamérica. De la postguerra 
a la crisis, vol. 5, 1993, p. 112. 
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tró un nivel de independencia en sus actos que despertó la preocupa-
ción y el recelo por parte de su tutor político, lo que trajo consigo la 
programación de un golpe militar y que el Congreso designara -en 
una Asamblea Constituyente muy cuestionada, pues sólo participó el 
sector aliado al somocismo-a Benjamín Lacayo Sacasa como presi-
dente interino de Nicaragua. 
La forma irregular en que fue elegido Lacayo Sacasa provocó des-
contento y rechazo no sólo en buena parte de la sociedad, sino tam-
bién del gobierno de Estados Unidos, de quien no tuvo el reconoci-
miento como jefe de Estado. Por ello en breve tiempo el presidente 
Sacasa fue destituido y se nombró en su lugar a Víctor Manuel Román 
Reyes, tío del general Somoza. 
Mientras se definía la ubicación de una figura capaz de desempe-
ñarse en la primera magistratura, con los niveles de fidelidad requeri-
dos a un presidente títere, Somoza movía inteligentemente las fichas 
de su ajedrez político. Buscaba legitimar su presencia en el poder una 
vez superadas las tensiones políticas internas y en el entorno centro-
americano. En esa dirección auspició en 1948 la promulgación de 
una nueva Constitución y convenció a Carlos Cuadra Pasos, figura 
clave de la clase política local, de la necesidad de firmar un acuerdo 
con la promesa de garantizar la celebración de elecciones libres. 
En el fondo, con la proposición hecha a Cuadra Pasos el dictador 
nicaragüense trataba de asegurarse el control de la oposición. En ese 
sentido, su mayor logro fue garantizado dos años después, con la 
firma del Pacto de los Generales y el fin de las pugnas sociales cono-
cidas desde el siglo XIX. En ese pacto participaron Emiliano Chamorro, 
en representación del Partido Conservador Tradicionalista, y Anastasia 
Somoza por el Partido Liberal quien había asumido la presidencia en 
1950 a raíz de la muerte del presidente Román Reyes. 
El escenario planteado sirvió de marco a las elecciones generales 
de 1951, cuyos resultados, nada sorprendentes, dieron como ganador 
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al general Somoza García. En esta última gestión de gobierno contó 
con una sólida base social, y ello-combinado con la estabilidad eco-
nómica provocada por los buenos precios de los principales produc-
tos de exportación, particularmente del algodón- le hizo creer en la 
posibilidad de recrudecer los métodos represivos que siempre carac-
terizaron su proceder en el ejercicio del poder. De modo que pronto 
rompió, como era de esperarse, los compromisos acordados con Cua-
dra Pasos y Emiliano Chamorro. 
Decepcionados por el desconocimiento del Pacto de los Genera-
les, seguidores del Partido Conservador no tardaron en conspirar con-
tra Somoza. La trama, apoyada por la Legión del Caribe, fue delatada 
y los conjurados fueron encarcelados, asesinados o -para guardar 
ciertas apariencias-, exilados. 
El ambiente festivo preparado en La Casa del Obrero, con ocasión 
del inicio de un nuevo periodo presidencial, sirvió de escenario al 
segundo atentado contra Somoza. En esta oportunidad, Rigoberto Ló-
pez Pérez, Edwin Castro Rodríguez, Cornelio Silva Argüello y Alberto 
Narváez planearon las acciones desde El Salvador. 
En septiembre de 1956, en una acción suicida, el poeta Rigoberto 
López descargó su arma sobre el dictador Somoza. Caía el telón del 
primer acto de la permanencia de esta dinastía en la presidencia de 
Nicaragua, especie de gendarme que, sin respetar los más elementa-
les preceptos de las relaciones entre estados, fue motivo de tensión 
en el Caribe por su labor de injerencia en los conflictos internos de 
Costa Rica; su oposición a la Legión del Caribe; la agresión contra 
los gobiernos progresistas de Jacobo Arbenz en Guatemala y la revo-
lución cubana -mediante el ataque a Playa Girón-, y por la interven-
ción armada contra el gobierno constitucionalista de la República 
Dominicana. 20 
20 Mirtha Muro Rodríguez et al., op. cit., p. 63. 
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En contraposición al predominio de un sistema político de fuerza 
en Nicaragua, en Costa Rica se libraron duras jornadas a favor de las 
ideas para entonces vigentes. La transición hacia el reformismo esta-
tal en este país fue favorecida por el ascenso de Rafael Ángel Calde-
rón Guardia a la presidencia de la República. Gracias al apoyo de los 
más importantes sectores de la oligarquía costarricense: cafetaleros, 
banqueros y grandes comerciantes, Calderón Guardia articuló una 
candidatura presidencial tan sólida que llevó a la abstención electoral 
a la Alianza Democrática, su adversario de mayor consideración. De 
ahí que ganara las elecciones generales de 1940 con 85 por ciento de 
los votos emitidos, contra 1 O por ciento logrado por el partido de los 
comunistas. 
En sus primeros dos años de gobierno evitó el colapso económico 
con la ejecución de importantes reformas, entre las que destacan la 
firma en Washington de un nuevo convenio sobre el café, y las garan-
tías sociales establecidas en el nuevo Código de Trabajo, la Caja Cos-
tarricense de Seguridad Social y el Consejo Nacional de Seguridad 
Social. Los buenos frutos de estas medidas dieron al gobierno un só-
lido respaldo de parte de diferentes sectores sociales. Con el partido 
oficial colaboraron tanto el Partido Vanguardia Popular, de filiación 
comunista, como la alta jerarquía católica, lo que dio lugar al movi-
miento conocido como la Triple Alianza, en cuya composición parti-
cipaban desde la más prominente de las familias cafetaleras hasta el 
proletariado bananero de la zona sur del país, pasando por sectores 
de artesanos y empleados públicos.21 
En poco tiempo esta sólida base del gobierno costarricense se vio 
amenazada por las cada vez más estrechas relaciones del presidente 
Calderón Guardia con los sectores orientados hacia el comunismo. 
Esta estrategia era tomada con reservas por los conservadores, irrita-
21 Héctor Pérez Brignole (ed.), op. cit., p. 89. 
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dos desde antes debido a los efectos sufridos por la declaratoria de 
guerra que hiciera el presidente a Alemania, pues muchos de los crio-
llos que guardaban nexos familiares o económicos con inmigrantes 
alemanes sufrieron de manera directa la expoliación de sus inversio-
nes, auspiciada por sus aliados del gobierno. 
Igual acontecía con los sectores populares. Su reacción ante la 
ejecución de medidas de corte inflacionario, las constantes imputa-
ciones de debilidad y corrupción administrativa, las arbitrariedades y 
abusos de poder que debían enfrentar -junto con las limitaciones de 
expresar libremente sus puntos de vista sobre la crisis que en todo 
orden vivía el pueblo de Costa Rica-, hacían cada vez más precaria 
la participación popular en el gobierno de Calderón Guardia. En bre-
ve, la Triple Alianza se desmoronaba. 
La llegada del año 1944 sorprendió al Partido Republicano, de 
orientación oficialista, con su base de sustentación minada. Buena 
parte de los seguidores de Calderón Guardia se afiliaron a otros pro-
yectos políticos, con miras a la participación en las elecciones gene-
rales de ese año. Unos acompañaron a León Cortés Castro -quien 
había sido presidente de Costa Rica en el periodo 1936-1940- en sus 
aspiraciones de conquistar el poder, apoyado en las consignas del 
conservadurismo. Otros, profesionales, liberales y servidores públicos 
y privados, especialmente del comercio, siguieron las orientaciones 
de Rodrigo Facio, mentor del bloque de intelectuales que al año si-
guiente -con la participación de José Figueres- dio origen al Partido 
Socialdemócrata. 
Llevando a Teodoro Picado como candidato, el denominado Blo-
que de la Victoria, de orientación calderonista, logró permanecer en 
el poder hasta 1948, gracias a una dudosa victoria en las elecciones 
generales de febrero de 1944. 
Teodoro Picado, maestro y filósofo, despertó siempre la preocupa-
ción de la oligarquía costarricense y de los propios Estados Unidos, 
Tensiones políticas y arbitraje de la OEA 299 
dadas sus buenas relaciones con los sectores de avanzada de Costa 
Rica, tildados -unas veces con razón, otras no- de comunistas. En 
realidad, lo que preocupaba a los sectores poderosos locales era el 
interés del presidente por la modernización del Estado, lo cual no 
dejaba de ser una amenaza a los privilegios económicos y sociales 
que disfrutaban desde los primeros tiempos de la colonia. 
La primera muestra de que existía en el gobierno la decisión de 
procurar cierto alejamiento de los comunistas se dio en 1946 y no por 
las presiones de los socialdemócratas y cortesistas, ahora en alianza 
contra Picado, sino bajo el influjo del plan estratégico concebido para 
la zona centroamericana por Estados Unidos. 
A pesar de que en ese año el gobierno de Picado favoreció pública-
mente la permanencia en suelo costarricense de la misión militar esta-
dounidense, el gobierno de ese país no confiaba en el anticomunismo 
del presidente, por ello inició un plan de acercamiento a los sectores de 
la oposición que comulgaban con sus ideas contra el polo comunista. 
La primera parte del plan consistió en apoyar la creación de la 
American Federation of Labor, cuyo propósito era ayudar al sindicalis-
mo cristiano del hemisferio, en desmedro de las confederaciones sin-
dicales de carácter progresista. Su filial en Costa Rica fue la Confede-
ración Costarricense de Trabajadores Rerum Novarum, contraparte de 
la Confederación de Trabajadores de Costa Rica (CTCR), tan sólida que 
regenteaba 228 sindicatos, 18 federaciones y dos confederaciones. 
Otra forma de debilitar la gestión de Picado consistió en la conquis-
ta de los principales líderes de la oposición. Tal fue el caso de Otilio 
Ulate, director del Diario de Costa Rica, cabeza de la oposición con-
servadora y cuyo ascenso al poder comenzó a ser preparado con la 
invitación del Departamento de Estado para visitar Estados Unidos. El 
plan contra Picado también incluía cambios en la esfera diplomática. 
Estas iniciativas contra Picado coincidían con la aceleración del 
desgaste provocado por la puesta en práctica de medidas impopula-
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res, como el pago del impuesto territorial y la conversión del impuesto 
cedular en impuesto sobre lata, causantes de disgustos y protestas. 
En 1947 primaba en Costa Rica un clima de inestabilidad de pro-
porciones tan considerables, que fue posible orquestar un paro nacio-
nal con el apoyo de los comerciantes e industriales. El presidente y su 
Partido Republicano Nacional estaban prácticamente solos, y una 
muestra de ello fueron los resultados de las elecciones generales de 
1948, en las que una coalición opositora encabezada por el influyen-
te Otilio Ulate obtuvo la mayor votación, frente al intento de Calde-
rón Guardia de volver al poder. 
Los resultados de las elecciones nacionales de 1948 fueron muy 
precarios, pues hubo una abstención de 43 por ciento que favoreció 
al partido de gobierno y a su alianza con el Partido Vanguardia Popu-
lar. Por eso emanó del Congreso una resolución que anulaba la elec-
ción de Ulate como presidente de Costa Rica, apoyada en el argu-
mento de que se había registrado un fraude electoral y dicha elección 
carecía de legitimidad, pues no había sido el resultado del voto ma-
yoritario, sino de la proclamación del Tribunal Electoral. 
De lo antes señalado se advierte un clima de ingobernabilidad; el 
caos político y la inseguridad invitaban a la desobediencia civil en 
Costa Rica. De ahí que -fruto del referido Pacto del Caribe, promovido 
en Guatemala por García Arévalo y representantes del exilio de los 
diferentes países donde gobernaba el autoritarismo- José Figueres Fe-
rrer logró iniciar acciones armadas en la región montañosa del suroes-
te de la provincia de San José, donde era propietario de plantaciones 
de café y cabuya. 22 
En esta acción revolucionaria no sólo fue importante la presencia 
de expedicionarios dominicanos, sino también la captación de un 
número considerable de las armas incautadas por Trujillo a propósito 
22 Jbidem, p. 93. 
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de fallidas conspiraciones en su contra. Para obtener estas armas Fi-
gueres viajó a Guatemala para elevar personalmente ante el presiden-
te Arévalo la petición de que dirigiera una carta al dictador Trujillo 
explicándole que 
esas armas decomisadas por él, eran de imprescindible necesidad 
en Guatemala, para defenderse de una sublevación que se estaba 
fraguando en contra del gobierno constituido. Con esta carta se lo-
gró que las armas fueran entregadas a aquel grupo revoltoso y que 
además, su antiguo dueño, el dominicano Juan Rodríguez renuncia-
ra al derecho que sobre ellas tenía si luego era ayudado a realizar la 
revolución en su país.23 
Las armas llegadas por esta vía a Guatemala provocaron la disputa 
entre los diferentes grupos de exiliados establecidos en ese país. So-
bre su distribución, la misma fuente señala que: 
Unos deseaban que fueran cedidas al General Chamorro para inva-
dir Nicaragua. Este grupo era dirigido por el nicaragüense Toribio 
Tijerino. Otros anhelaban esas armas para los hondureños. Mientras 
que el grupo de Argüello quería que la sublevación comenzara por 
Costa Rica. Esto motivó que el millonario Juan Rodríguez se trasla-
dara a Guatemala para servir de árbitro en el asunto y que además 
renunciara definitivamente a su derecho sobre las armas.24 
Esta disputa del exilio americano refugiado en Guatemala provocó 
la preocupación del presidente Arévalo, pues trastornaba su intención 
de ayudar a Figueres y su proyecto revolucionario. Para apaciguar di-
23 VIII Guerra Civil, 1948, p. 14. Versión digital. 
24 lbidem. 
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chas diferencias fue necesario que el presidente -siguiendo las reco-
mendaciones de Roberto Brenes Mesén, uno de sus más cercanos co-
laboradores- amenazara con retirar el apoyo que hasta entonces había 
dispensado a los exiliados del continente. A final de cuentas, los gru-
pos en pugna comprendieron la necesidad de que se diera prioridad a 
la situación costarricense y las armas fueron cedidas a Figueres. 
La ayuda de Arévalo a Figueres tuvo por contrapartida la decisión 
del dictador Somoza de ofrecer al oficialismo costarricense los recur-
sos necesarios para contener el movimiento que favorecía el triunfo 
electoral de Ulate. Esto no fue posible, pues el triunfo de la lucha ar-
mada pronto quedó sellado con la instalación de la Junta Revolucio-
naria presidida por Figueres. En términos políticos, su primer paso 
consistió en la transformación del Pacto del Caribe en la Legión del 
Caribe. Desde esta organización, Costa Rica, Guatemala, Cuba, y 
poco después Venezuela, tenían como objetivo combatir las dictadu-
ras existentes en el Caribe. Para eso destacaron en su buró ejecutivo a 
exilados de diferentes países del área, particularmente los dominica-
nos Juan Bosch y Miguel Ángel Ramírez. 
La formación de la Legión del Caribe provocó la reacción de los go-
bernantes despóticos de la zona, expresada en la formación del llama-
do Pacto de las Tres T, entiéndase Tacho Somoza por Nicaragua, Tiburcio 
Carías por Honduras, y Trujillo por la República Dominicana. Este últi-
mo quedó muy dolido por la decisión de Figueres de romper relaciones 
diplomáticas con su país, como forma de corresponder a la ayuda moral 
y material que prestó el gobierno guatemalteco al jefe de la revolución 
costarricense, en contraposición a las normas y principios adoptados 
por la IX Conferencia lnteramericana, celebrada en 1948 en Bogotá, 
Colombia.25 Como expresión de este pacto, cabe destacar los ya reseña-
dos aprestos desestabilizadores intentados por Trujillo en Haití. 
25 
"Documentos OEA'', en Memoria Serex, 1948, p. 178. 
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Los miembros del Pacto de las tres T asumieron como recurso de 
defensa el patrullaje constante de las costas y áreas fronterizas de sus 
respectivos países. Sus iniciativas antidemocráticas fueron favorecidas 
por el incumplimiento de parte de Figueres al Pacto del Caribe. Peor 
aún, dejó implícito su apoyo a la intervención militar que Estados Uni-
dos llevó a cabo en Guatemala, como respuesta a las medidas valientes 
y nacionalistas iniciadas por Arévalo y continuadas por Jacobo Arbenz. 
Otra forma de expresión del Pacto de las Tres T residió en el apoyo 
prestado por Anastasio Somoza a los planes desestabilizadores llevados 
a cabo por Calderón Guardia en Costa Rica, en diciembre de 1948. En 
esa fecha, fuerzas calderonistas invadieron territorio costarricense con 
el propósito de derrocar al gobierno y convocar a una asamblea cons-
tituyente. Su punto de operaciones fue el poblado La Cruz, próximo a 
la frontera. El apoyo del dictador a las ambiciones de Calderón Guardia 
no sólo perseguía asestar un duro golpe al presidente Figueres, sino 
también neutralizar las actividades revolucionarias en su contra reali-
zadas desde territorio costarricense. Desde esta perspectiva, en Las 
alianzas conflictivas Jacobo Schifter interpreta que Somoza: 
ayudó posiblemente a planear la invasión, con el fin de lograr ya sea 
que el Tratado de Río se empleara para garantizarle la neutralización 
de las huestes de Argüello por medio del establecimiento de una 
fuerza internacional en sus fronteras, o que los Estados Unidos me-
diaran esta vez en sus disputas con Figueres. El General, por consi-
guiente, no estaba interesado en el triunfo calderonista per se, que 
posiblemente lo hubiera perjudicado frente a los Estados Unidos.26 
Como reacción a la crisis provocada por los calderonistas, la Junta 
Fundadora declaró traidor a la patria a su líder, al tiempo que inició 
26 Citado por GuillermoVillegas H., op. cit. p. 235. 
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contactos con diplomáticos estadounidenses para adquirir las armas 
necesarias a fin de impedir el avance de los insurrectos. A pesar de 
esta iniciativa, la mayor esperanza de solución de las autoridades lo-
cales residía en el arbitraje internacional. De ahí que, bajo el argu-
mento de que se violaban preceptos de la Convención de La Habana 
(1928) y del TIAR (1947), solicitaran la convocatoria del Consejo de la 
Organización de los Estados Americanos, al día siguiente de iniciado 
el levantamiento de Calderón Guardia. 
Al escuchar a los representantes de Costa Rica, Mario A. Esquive!, 
y de Nicaragua, Guillermo Sevilla Sacasa, el Consejo de la OEA dis-
puso constituirse en Órgano Provisional de Consulta y nombrar una 
comisión investigadora. El presidente del Consejo, que era el repre-
sentante argentino Enrique V. Corominas, designó como integrantes 
de la misma a los embajadores de Brasil, don Jos; de Colombia, Sil-
vio Vi llegas; de Estados Unidos, Paul C. Daniels, y el mexicano Luis 
Quintanilla como presidente de la comisión. 
La Comisión Quintanilla llevó a cabo su trabajo del 17 al 24 de 
diciembre de 1948, intervalo en el que realizó una serie de entrevis-
tas en Costa Rica y en Nicaragua; sus conclusiones se convirtieron en 
resolución el 24 de diciembre. Contando con las reservas de la Can-
cillería costarricense, los investigadores reconocieron la organización 
en territorio nicaragüense de acciones sediciosas contra el gobierno 
de Costa Rica, así como la disposición de este país de apoyar a grupos 
armados dispuestos a conspirar contra Nicaragua y otros países del 
continente. También se solicitó a los gobiernos de los países en pugna 
la abstención inmediata de todo acto hostil, así como la observación 
de los principios de no intervención y solidaridad reconocidos como 
sostén del sistema interamericano. 
En otra de sus resoluciones, la Comisión Quintanilla sometió al 
Órgano Provisional de Consulta de la OEA la designación de una Co-
misión lnteramericana de Expertos Militares, cuyo fin era velar por la 
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distensión de los conflictos en el Caribe a través del cumplimiento de 
las resoluciones referidas. Tras cumplir con este objetivo, dicha comi-
sión visitó Costa Rica y Nicaragua en enero de 1949, con la recomen-
dación de que se debían agotar todos los recursos posibles, incluyendo 
el cierre de la frontera común, en interés de evitar nuevas fricciones 
que pusieran en peligro sus relaciones. 
Tan efectiva resultó la mediación de la Comisión lnteramericana 
de Expertos Militares, que al cabo de un mes los gobiernos de Costa 
Rica y Nicaragua suscribieron un pacto de amistad llamado Pacto 
Esquivel-Sevilla, como distinción a los embajadores firmantes, María 
A. Esquive! Arguedas, por Costa Rica, y Guillermo Sevilla Sacasa por 
Nicaragua. Mediante este pacto ambos países sellaban el compromi-
so de solucionar de manera pacífica sus diferencias, en virtud de lo 
establecido por el Tratado Interamericano de Soluciones Pacíficas fir-
mado en Bogotá en 1948 -a pesar de que oficialmente no había en-
trado en vigor, pues no había sido ratificado-. 
El Pacto Esquivel-Sevilla fue aprobado por el gobierno de Costa 
Rica en marzo de 1949, y entró en vigencia gracias a la tramitación 
del protocolo de ratificación depositado en la sede la OEA por el go-
bierno nicaragüense a mediados de ese año. De esa manera, Alberto 
Lleras Camargo, a la sazón secretario general de dicha organización, 
destacó la rapidez y eficacia de la intervención del Órgano Provisio-
nal de Consulta en la superación definitiva de la situación conflictiva 
que afectaba a las partes referidas. 
Esta apreciación del secretario general de la OEA quedó desvaneci-
da al paso de poco tiempo, pues a mediados de 1954 la tensión polí-
tica que afectaba las relaciones entre Costa Rica y Nicaragua había 
alcanzado niveles insostenibles. Parte de los motivos de conflicto fue-
ron resumidos, a principios de 1949, por el embajador de Costa Rica 
en Washington, Antonio Facio Ulloa: 
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La cadena de actos que puede calificarse de agresivos, incluye el cie-
rre del río San Juan a la navegación para embarcaciones costarricen-
ses; campañas de difamación por la prensa, circulación de noticias y 
declaraciones oficiales tendenciosas prediciendo luchas internas en 
Costa Rica; desfiles y maniobras militares en que altos funcionarios 
del Gobierno de Nicaragua llaman a la Guardia Nacional de su país 
a defender el territorio nacional contra una supuesta agresión costarri-
cense; concentración de tropas motorizadas en la frontera común con 
Costa Rica; la reciente adquisición de una flota aérea armada, de pro-
porciones exageradas e inusitadas para la América Central; y más gra-
ve aún, las facilidades que en Nicaragua se les extiende a los enemigos 
internos y externos de Costa Rica para organizarse militarmente y 
conjurar contra la estabilidad de las instituciones democráticas costa-
rricenses y la seguridad y la paz de la Nación.27 
Esta ola de provocaciones fue acompañada de la acción armada y 
actos delictivos a partir de julio de 1949. En esa fecha, por ejemplo, 
opositores del presidente Figueres, dirigidos por el coronel Claudia 
Mora Malina, asaltaron una sucursal del Banco Nacional de Costa 
Rica en San Miguel de Saripiquí, y luego de enfrentarse con la fuerza 
del orden se refugiaron en Nicaragua, donde recibieron protección 
oficial. Esa era la respuesta de las autoridades nicaragüenses ante su-
cesos similares provocados por la preparación de grupos antisomocis-
tas en Costa Rica, sin que se diera una respuesta oficial por parte de 
la Junta Fundadora. De modo que, a la petición de desarme de los 
grupos que conspiraban en territorio somocista contra Figueres, el 
propio canciller Osear Sevilla Sacasa respondió: "si el presidente Fi-
gueres quiere guerra, la tendrá. La paciencia de nuestro gobierno no 
puede ser ilimitada". 
27 lbidem, p. 27. 
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Esta simulada disposición a la guerra tuvo oportunidad de llegar a 
hechos concretos con la renovación de los deseos de poder de Calde-
rón Guardia. Tomando a Nicaragua como centro de operaciones, y a 
sus autoridades como estrechos colaboradores, a finales de 1954 un 
grupo importante de sus seguidores urdió un nuevo plan contra el 
gobierno de Figueres. Para estos fines también se esperaba contar con 
el respaldo de los dictadores Marcos Pérez Jiménez y Rafael Leónidas 
Trujillo Malina, confesos adversarios de Figueres. 
Las acciones comenzaron en diciembre, con el control momentáneo 
de Villa Quezada por parte de las fuerzas calderonistas y su disputa con 
el destacamento de la Guardia Civil de dicha zona. A continuación, la 
plana mayor del movimiento, conducida por Francisco Calderón Guar-
dia, el coronel Mora Malina y el mayor Picado Lara, llegó a Costa Rica 
desde territorio nicaragüense y estableció su cuartel general en la ha-
cienda El Amo. Desde ahí, durante casi dos meses los calderonistas 
bombardearon y asaltaron el poblado de Los Chiles, La Cruz, Hacienda 
Santa Rosa, Ciudad Liberia, San José y otros objetivos militares. 
Alarmado por el curso que seguían los acontecimientos, en enero 
de 1955 el gobierno de Costa Rica solicitó la convocatoria de una 
Reunión de Ministros de Relaciones Exteriores conforme al artículo 6 
del TIAR. En la justificación de dicha petición se refiere que el gobier-
no de Costa Rica contempla una situación grave, creada por el go-
bierno de Nicaragua, que afecta y pone en peligro la integridad del 
territorio y la soberanía y la independencia política costarricenses.28 
En respuesta a la petición, el Consejo de la OEA, constituido en 
Órgano Provisional de Consulta, procedió a conformar una comisión 
investigadora integrada por los representantes de México, Brasil, 
Ecuador, Estados Unidos y Paraguay, encargada de buscar una salida 
a las agrietadas relaciones entre Costa Rica y Nicaragua. 
28 
"Documentos OEA", serie D/IV.2, en Memoria Serex, 1954-1959, p. 19. 
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Dicha comisión es conocida como la Comisión Quintanilla en ho-
nor al presidente de la misma, el representante de México Luis Quin-
tanilla. Su labor de investigación se realizó en sendas visitas a los 
países en pugna real izadas del 12 al 28 de febrero. En San José, la 
comisión no sólo llevó a cabo entrevistas con el presidente Figueres, 
también con importantes figuras de la vida nacional. Además com-
probó la gravedad de la situación que envolvía a los costarricenses al 
realizar varios vuelos de reconocimiento en las zonas de mayor acti-
vidad rebelde. Sus primeras impresiones llevaron al Órgano Provisio-
nal de Consulta a condenar mediante resolución los actos que ame-
nazaban la soberanía del Estado. Asimismo, aprobó una petición a los 
estados miembros de la OEA para acelerar los trámites de compra de 
aviones y armas iniciados por el gobierno de Costa Rica. Como resul-
tado de esta medida, el gobierno de Estados Unidos se mostró dis-
puesto a enviar sin demora cuatro aviones de combate. 
La agresión de Somoza era tan evidente que la Comisión de la OEA 
no tuvo ninguna dificultad en constatar la procedencia de los invaso-
res del territorio de Costa Rica, lo que echaba por tierra la tesis del 
dictador de que los conflictos que afectaba al país vecino eran fruto 
de sus problemas internos. Sin embargo, el sistema interamericano 
dio muestras de debilidad, pues aun cuando se llegó al total conven-
cimiento de que las autoridades nicaragüenses estaban profundamen-
te implicadas en toda la operación sediciosa y en la violación de 
compromisos contraídos con el tratado, no se realizó tentativa alguna 
de condenar al gobierno de Nicaragua ante los organismos de la 
OEA.29 Lo anterior a pesar de que en acalorados debates muchos esta-
ban a favor de la condena y castigo público al dictador. 
En apenas una semana de trabajo, y tras vencer fuertes presiones 
del gobierno de Nicaragua, la Comisión Quintanilla preparó un exten-
29 John C. Dreier, La Organización de los Estados Americanos, 1962, p. 94. 
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so informe sobre la base de que los gobiernos en pugna -según esta-
blece el Tratado Interamericano de Soluciones Pacíficas- nombraran 
sus propios representantes ante la Comisión Investigadora y Concilia-
ción. Además recomendó la firma de un acuerdo bilateral, conforme 
al artículo IV del Pacto de Amistad de 1949. Para estos fines, el Órgano 
Provisional de Consulta creó una comisión especial integrada por los 
representantes de Uruguay, Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, El Salva-
dor, Estados Unidos, México y Paraguay, que dejó sin efecto la comi-
sión investigadora formada inicialmente.30 
En correspondencia con las recomendaciones del Órgano Provisio-
nal de Consulta, las autoridades de Costa Rica y Nicaragua mostraron 
su disposición a zanjar diferencias, y en enero de 1956 los representan-
tes de ambos países ante la Unión Panamericana firmaron un acuerdo 
relativo al funcionamiento de la Comisión de Investigación y Concilia-
ción, y otro de conformidad con el artículo IV del Pacto de Amistad o 
Pacto Esquivel-Sevilla de 1949.31 Este último velaba por el buen funcio-
namiento de la frontera, controlaba la presencia de exiliados políticos 
en territorio vecino, y tomaba en cuenta los preceptos de la Conven-
ción de Montevideo de 1933 sobre Deberes y Derechos de los Estados 
en caso de conflictos internos; también tomaba en cuenta la Conferen-
cia sobre Asilo Territorial celebrada en Caracas en 1954. Para la firma y 
funcionamiento de estos acuerdos, el Órgano Provisional de Consulta 
formó una Comisión de Seguimiento con la participación de Mario A. 
Esquive! y Óscar Sevilla Sacasa, cancilleres de Costa Rica y Nicaragua; 
del embajador de Estados Unidos en la OEA, John C. Dreier, además de 
Alberto Domínguez Cámpora y Mario de Pimentel Brandao. Así, en 
septiembre de 1955 quedaba sin efecto la convocatoria de Reunión de 
Consulta del Consejo de la OEA, realizada ocho meses antes por el go-
bierno de Costa Rica. 
30 lbidem, p. 19. 
31 
"Documentos OEA'', serie D/IV.2, en Memoria Serex, 1954-1959, p. 20. 
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Finalmente, la participación de la OEA para solucionar el conflicto 
que afectaba las relaciones entre Costa Rica y Nicaragua, aun cuando no 
aplicó ninguna sanción al dictador Somoza, contribuyó poderosamente 
para conservar la integridad y el derecho de autodeterminación de Costa 
Rica.32 Sin embargo, como se explica más adelante, su reacción fue to-
talmente diferente ante la incursión de Castillo Armas promovida por 
Estados Unidos contra el régimen de Jacobo Arbenz en Guatemala. 
Estados Unidos y la apertura democrática en Guatemala 
El general Jorge Ubico se mantuvo en la presidencia de Guatemala 
durante el periodo 1931-1945. En los primeros diez años de gestión 
impuso su férrea voluntad con el uso ilimitado de la violencia: encar- · 
celó, asesinó o envió al exilio a sus opositores, disolvió las organiza-
ciones laborales y silenció a los intelectuales.33 Bajo sus riendas, 
Guatemala ocupaba un lugar cimero en el panorama autoritario que 
dominaba la región. 
Sin embargo, el desgaste de la dictadura se evidenció a partir de 
1940, con la abierta oposición de los diferentes sectores sociales so-
metidos a los caprichos de Ubico. Trabajadores, estudiantes y maes-
tros provocaron constantes disturbios callejeros, paros escalonados y 
una huelga general, en demanda de las reivindicaciones más sentidas 
por los sectores populares guatemaltecos, a saber: autonomía univer-
sitaria, libertad de expresión y circulación, creación de fuentes de 
trabajo, rebaja de la canasta familiar, etcétera. 
Las fuertes presiones contra este régimen de fuerza vencieron el 
estado de sitio en que Ubico colocó a Guatemala durante casi cuatro 
32 John C. Dreier, op. cit., p. 92. 
33 Héctor Pérez Brignoli (ed.), op. cit., p. 95. 
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años. También lo llevaron a preparar su relevo antes de la dimisión, 
que en 1944 lo condujo a territorio de sus aliados estadounidenses. 
Este relevo consistió en la imposición de un triunvirato militar presi-
dido por los generales Ponce Vaides, Pineda y Villagrán, confesos in-
condicionales del ubiquismo. 
En sus inicios, el triunvirato militar fue receptivo con las viejas 
demandas de la sociedad guatemalteca, pues favoreció el restableci-
miento de las garantías constitucionales, la creación de partidos polí-
ticos y de organizaciones sindicales, así como la abolición de los 
monopolios del azúcar, la carne y el tabaco creados por el general 
Jorge Ubico. 
Este nuevo ambiente estimuló la organización del pueblo en seis 
nuevos partidos políticos: Frente Popular Libertador, Partido Renova-
ción Nacional, Partido Vanguardia Nacional, Partido Nacional de los 
Trabajadores, Partido Social Democrático y Partido Concordia Nacio-
nal. Todos dispuestos, junto con el renacido Partido Liberal, a procu-
rarse el espacio que les permitiera jugar un papel decoroso en las 
elecciones nacionales convocadas para noviembre de 1944. 
En septiembre de ese año, el Frente Popular Libertador entró en 
alianza con el Partido Renovación Nacional, dando lugar al Frente Uni-
do de Partidos Arevalistas (FUPA). Este Frente contó con el respaldo de-
cidido de gremios tales como el de los electricistas, empleados, maes-
tros, autotransportistas, ferrocarrileros, barberos, sastres, etcétera. 
La fortaleza del Frente aglutinado alrededor de Juan José Arévalo 
escandalizó a los sectores conservadores anidados en el oficialismo, 
por lo que se reeditó la represión hasta niveles que se creían supera-
dos. A esta situación respondió la oficialidad joven apoyada por estu-
diantes, intelectuales y trabajadores, y dirigida por el mayor Francisco 
Javier Arana, con la toma de la Guardia de Honor, luego de un feroz 
combate que duró 16 horas. Así terminaba la junta militar instalada a 
la salida del dictador Ubico. También comenzaba una nueva etapa en 
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la historia política de Guatemala, la que trajo consigo la revolución 
nacionalista y democrático-burguesa de octubre de 1944, cuya esen-
cia fue desvirtuada totalmente por Estados Unidos al considerarla fan-
tasma del comunismo. 
Del golpe de Estado se pasó a la instalación de una Junta Provisio-
nal conducida por el mayor Arana, el capitán Jacobo Arbenz y el 
doctor Jorge Toriello. En este nuevo esquema de poder, las capas me-
dias y buena parte del campesinado tuvieron una participación a un 
grado hasta entonces desconocido entre los guatemaltecos. 
Fortalecido mucho más con el golpe de octubre, Juan José Arévalo 
Bermejo ganó fácilmente las elecciones nacionales celebradas a fina-
les de 1944, pues 80 por ciento de los sufragantes votó en consonan-
cia con la apertura democrática que se experimentaba. 
Arévalo asumió la presidencia en marzo de 1945 y fue relevado 
del cargo en 1951, según lo previsto. En esta nueva gestión de gobier-
no el pueblo disfrutó gradualmente de la libertad de expresión y pren-
sa, del derecho al sufragio para todos los adultos, salvo las mujeres 
analfabetas, y de la libre sindicalización. También conoció el derecho 
a huelga, la seguridad social obligatoria, la autonomía universitaria, 
la independencia del ejército frente al poder civil, entre otras reivin-
dicaciones. 
Como reflejo de estas medidas se obtuvo un notable incremento en 
la inversión pública, cuyos efectos pronto se manifestaron en el gasto 
social. Hubo más escuelas a partir de la reevaluación del sistema edu-
cativo, se ejecutó un plan nacional de alfabetización, se construyeron 
más viviendas y se crearon más oportunidades de empleos. 
A finales de 1949 fue promulgada la Ley de Arrendamiento Obli-
gatorio, mediante la cual se establecía que todo terrateniente debía 
arrendar sus tierras incultas por no menos de dos años. Su aplicación 
benefició a cien mil familias campesinas en los primeros dos años de 
vigencia. De ahí la reacción de abierto rechazo al nuevo orden, ma-
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nifestada tanto por la oligarquía criolla como por Estados Unidos, y la 
disposición de ambos sectores de auspiciar el derrocamiento del go-
bierno constitucional. 
Resulta fácil asimilar el nivel de las tensiones existentes entre Esta-
dos Unidos y el gobierno de Guatemala, si se toma en cuenta que en 
menos de cuatro años Arévalo debió enfrentar más de 20 intentos fa-
llidos de golpe de Estado. Fue este el escenario que sirvió de marco a 
las elecciones nacionales de finales de 1950, en las que ldígoras 
Fuentes, candidato de los sectores tradicionales de poder en Guatema-
la, y de sus aliados estadounidenses, fue derrotado por Jacobo Arbenz, 
quien -apoyado por los partidos Acción Revolucionaria, de Renova-
ción Nacional y el Guatemalteco del Trabajo, este último de filiación 
comunista- obtuvo 65 por ciento de los votos emitidos. 
Para el nuevo presidente, lo más anhelado era convertir a Guate-
mala en un país económicamente independiente, transformar la eco-
nomía para poner el país a tono con el nivel de desarrollo capitalista 
requerido por la época, y elevar sustancialmente el nivel de vida de las 
grandes mayorías guatemaltecas.34 Simplemente, planteaba la conti-
nuidad de la línea de trabajo de Arévalo y, por consiguiente, la nega-
ción de cuantos les habían precedido en la primera magistratura del 
Estado. Y así fue. 
Jacobo Arbenz asumió la presidencia de Guatemala a principios de 
1951. En su primer año de gestión se concentró en afianzar el orden 
democrático y dar seguimiento a las medidas de corte social y político 
planteadas por su predecesor. A mediados de 1952, apoyado en la 
experiencia de la Ley de Arrendamiento Obligatorio, promulgó la Ley 
de Reforma Agraria, en cuyo articulado destaca la disposición de que 
toda propiedad mayor de 200 hectáreas, no cultivada por su propie-
tario o por cuenta de él, debía ser expropiada para su reparto a los 
34 Jbidem, p. 99. 
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campesinos. Según explica Velásquez Carrera, dicha ley fue aplicada 
mediante la ejecución del Decreto 900 del Poder Ejecutivo. En su 
puesta en vigor, Guillermo Pérez Cárcamo sostiene que fueron ex-
propiadas: 
1,002 fincas de particulares con una extensión de 603,615 hectá-
reas, cuyo valor monetario a ser indemnizado era de Q [quetzales] 
8,345,544. Esa tierra fue distribuida a 1,497 comités agrarios, forma-
dos por campesinos sin tierra. Los departamentos que fueron más 
afectados por la reforma agraria fueron Escuintla, El Quiché, Izaba!, 
Alta Verapaz y Huehuetenango. Se expropiaron 280,000 hectáreas 
aproximadamente de las fincas nacionales. Todo esto fue hecho en-
tre enero de 1953 y junio de 1954. Fueron beneficiados 100,000 
campesinos y la reforma agraria intentaba dar tierras a otros 225,000 
campesinos. En año y medio las relaciones sociales pasarían de la 
servidumbre a las relaciones sociales dominadas por el mercado li-
bre de mercaderías.35 
El contenido de esta cita refleja que la política agraria puesta en 
marcha por el gobierno de Arbenz tornó más tensas las relaciones 
entre Guatemala y Estados Unidos. Para este país resultaba inconce-
bible la confiscación del capital de operaciones de la lnternational 
Railways of Central America, ejecutada por el gobierno bajo el argu-
mento de que no pagaba los impuestos de lugar. También reaccionó 
con estupefacción ante la expropiación de casi 162 mil hectáreas de 
las 202 mil que poseía la United Fruit Company, mejor conocida 
como La Frutera. Los intereses de esta compañía estaban representa-
dos en el gobierno estadounidense por sus propios abogados: el se-
cretario de Estado John Foster Dulles, y su hermano Allen Dulles, di-
35 Diario La Hora, 1999. 
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rector de la CIA, y el subsecretario de Asuntos lnteramericanos ante 
Naciones Unidas, quienes eran también los mayores accionistas de 
esa trasnacional. 36 
Ante esta situación, Estados Unidos inició un proceso de demanda 
contra el Estado guatemalteco por 15.8 millones de dólares. Junto a 
este recurso legal se acudió a un plan de acoso y agresiones contra el 
gobierno de Guatemala basado en la propaganda, la diplomacia y la 
lucha armada, conocido como Operación Guatemala. Su objetivo era 
desconocer el orden institucional impuesto por Jacobo Arbenz, y su 
montaje contó con la anuencia del propio presidente Dwight Eisen-
hower, mientras la ejecución estaría a cargo de los ya mencionados 
hermanos John Foster y Allan Dulles. 
En lo concerniente a la propaganda, la estrategia consistió en con-
vencer a través de los diferentes medios de prensa, tanto a la comuni-
dad estadounidense, como a los pueblos aliados del Caribe, de que el 
gobierno de Guatemala se había convertido en un títere manejado 
por Moscú y, por tanto, en una casi segura base militar de la Unión 
Soviética para ataques al canal de Panamá y a Estados Unidos. 37 
En ese sentido fue que se denunció la entrada de 200 toneladas de 
armas a este último país por la vía de Polonia, Suiza y Checoslovaquia, 
destinadas, a decir del Departamento de Estado, a provocar revolucio-
nes comunistas en Centroamérica.38 En sí, más que la preocupación por 
la penetración soviética en la región, la realidad era que los niveles de 
independencia mostrados por Arévalo y Arbenz desbordaban el control 
que de costumbre ha ejercido Estados Unidos en el hemisferio. 
La campaña de descrédito contra Arbenz fue persistente durante 
casi un año, y al mismo tiempo se encaminaban los aprestos diplomá-
36 Apolinar Díaz Callejas, La unidad latinoamericana en la solidaridad con los 
pueblos de Centroamérica y el Caribe, 1 980, p. 80. 
37 Juan Bosch, De Cristóbal Colón a Fidel Castro, El Caribe, frontera imperial, 1979, p. 677. 
38 La Nación, 3 de junio de 1954, p. 5. 
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ticos. En 1954 tuvo lugar en Caracas la X Conferencia lnteramericana, 
farsa diplomática montada para hacer valer el rechazo hacia el go-
bierno guatemalteco, reeditar la acusación de que era un instrumento 
de la Unión Soviética, y justificar la declaración anticomunista que 
debía proclamar este cónclave. 
La participación de la delegación del gobierno guatemalteco en las 
plenarias de este forzado encuentro interamericano, celebradas en 
marzo de 1954, no pudo ser más heroica. En defensa de su gobierno 
frente a la acusación de comunista, el canciller Guillermo Torriello 
expresó con firmeza que la política de su gobierno se ubicaba dentro 
de los amplios marcos de la democracia representativa y que sus tres 
grandes y fundamentales objetivos eran el acrecentamiento y respeto 
absoluto de las libertades democráticas; la elevación del nivel de vida 
de los guatemaltecos mediante la transformación de una economía 
semifeudal y semicolonial en una economía capitalista; y la defensa 
de la soberanía y la independencia nacionales. 39 
En esbozo magistral de las iniciativas del presidente Arbenz, el 
canciller Torriello calificaba su gobierno como de liberación nacio-
nal, en su interés de explicar las razones que llevaban a tomar una 
serie de medidas teniendo que afectar los privilegios de las empresas 
extranjeras radicadas en Guatemala. Hizo referencia, a modo de ejem-
plo, de la ruptura del viejo monopolio del transporte interior hacia los 
puertos con la construcción de la carretera del Atlántico. De igual 
modo, destacó la disposición de terminar con el control absoluto que 
tenía la United Fruit sobre los puertos y muelles nacionales, mediante 
la inmediata construcción de otros nuevos. Estaba claro que en mate-
ria de comercio interno y externo la meta inmediata era diversificar 
los medios demandados por sus operaciones, lo que implicaba una 
mayor participación oficial en desmedro del monopolio que repre-
39 Apolinar Díaz Callejas, op. cit., p. 85. 
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sentaba la flota blanca de La Frutera. Los mismos planes fueron con-
templados para el sector eléctrico, del combustible y otros renglones 
sensibles de la vida nacional. 
A pesar de la contundencia de los argumentos presentados por el 
cancillerTorriello, las resoluciones aprobadas por la X Conferencia ln-
teramericana contaron con el voto casi unánime de los países partici-
pantes. Sólo se registró el voto contrario del país afectado, mientras 
México y Argentina optaron por la abstención. 
El logro de la Conferencia de Caracas residió en la aprobación de 
la Declaración de Solidaridad para la Preservación de la Integridad 
Política de los Estados Americanos contra la Intervención del Comunis-
mo Internacional. La lógica de este título se advierte en la resolución 93 
de la Conferencia, donde se sostiene que las repúblicas americanas 
rechazan el comunismo internacional por su naturaleza antidemocráti-
ca y su tendencia intervensionista, por lo que es incompatible con la 
concepción de la libertad americana.40 
A juicio de Alzugaray, la X Conferencia lnteramericana sirvió de ex-
perimento para la ejecución de los diferentes instrumentos creados por 
Estados Unidos para garantizar su control del continente en el marco de 
la guerra fría. En este encuentro se puso en evidencia la tensión entre la 
preocupación de Estados Unidos por la subversión comunista y el de-
seo de Latinoamérica de asistencia económica. Prevaleció el criterio de 
este país al lograr una resolución que planteaba la intervención colecti-
va contra el comunismo internacional. Con ese pretexto el ejercicio 
democrático quedaba limitado en el continente, al tiempo que se hacía 
evidente el derrumbe del principio de no intervención, cuya consagra-
ción definitiva parecía haberse logrado en la Carta de Bogotá.41 
40 Ibídem, p. 90. 
41 Carlos Alzugaray, Crónica de un fracaso imperial: La administración Eisenhower 
y el derrocamiento de Batista, 2000, p. 65. 
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Tres meses después de la X Conferencia lnteramericana, y en cum-
plimiento de uno de sus mandatos, el Consejo de la OEA convocó a 
una reunión de ministros de Relaciones Exteriores. Tendría como 
sede Río de Janeiro, y su objetivo consistiría en considerar todos los 
aspectos del peligro en que se hallaban la paz y la seguridad del 
continente, como resultado de que las instituciones políticas en Gua-
temala estuvieran penetradas por el movimiento comunista interna-
cional, así como las medidas que conviniera tomar.42 
Para John Foster Dulles, el gobierno de Guatemala violaba flagran-
temente la esencia del derecho interamericano, y señalaba que la no 
observancia de la doctrina Monroe, el Tratado de Asistencia Recíproca 
y la Carta de la Organización de Estados Americanos ponía en peligro 
la estabilidad del hemisferio. Para conjurarlo, abogó por la convocato-
ria de los estados miembros de la OEA a una reunión de consulta. "Si 
no se hace esto -afirmaba el secretario de Estado-, la totalidad de la 
OEA puede corromperse y vencernos en el continente americano las 
mismas fuerzas que han aportado guerra, cautiverio y miseria a tantos 
centenares y millares en Europa y Asia". 43 Dicha reunión debía estar 
precedida del aislamiento del gobierno de Guatemala mediante la 
ruptura de relaciones diplomáticas. 
Para el derrocamiento de Jacobo Arbenz Estados Unidos contó con 
la ayuda de los gobiernos aliados de la República Dominicana, Hon-
duras, El Salvador y Nicaragua. Gracias a ellos se dispuso de más de 
un espacio físico para el trasiego de material bélico y de entrenamien-
to militar a mercenarios reclutados al precio de unos 300 dólares 
mensuales, y de una efectiva campaña de agitación. 
Los planes de Washington contra el nacionalismo guatemalteco 
constituían una oportunidad que el dictador dominicano Rafael Leó-
42 
"Documentos OEA'', serie D/IV.2, en Memoria Serex, 1954-1959, p. 18. 
43 La Nación, 17 de junio de 1954, p.1. 
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nidas Trujillo Malina no podía dejar de aprovechar, a fin de manifes-
tar su revancha por los acontecimientos de Cayo Confite y Luperón. 
Por ello se involucró en dichos planes con el montaje, junto con otras 
iniciativas, de un ciclo de conferencias sobre la situación de Guatema-
la transmitida a toda Centroamérica a través de La Voz Dominicana. 
La primera disertación estuvo a cargo de Pedro Pablo Villanueva, 
connotado servidor del trujillismo que, apoyado en el expediente del 
anticomunismo, arengó a los nacionales de Guatemala en los térmi-
nos siguientes: 
Pueblo guatemalteco, ha llegado la hora de las reivindicaciones. 
Obreros, militares, labriegos, estudiantes, profesionales, hombres de 
bien, en cuyos pechos arde inextinguible el amor a la libertad y la fe 
de Cristo: aunad vuestros esfuerzos; id al sacrificio, que millones de 
brazos se levantarán en vuestra ayuda. Romped la coyunda roja que 
oprime vuestra patria. Cortad los tentáculos del insaciable pulpo 
moscovita. Seréis improvisados combatientes, mas, por la sanidad de 
vuestra causa y por vuestra decisión y arrojo, desfilaréis victoriosos, 
cual bélica visión de apoteosis, con trofeos de espadas y banderas.44 
A la disertación de Villanueva siguieron las de Enrique Striddels, 
presidente de la Corte de Apelación de San Cristóbal, provincia sure-
ña cercana a Santo Domingo; Porfirio Herrera Báez, canciller domini-
cano, y el poeta Héctor lncháustegui Cabra!, a través de los cuales se 
revalidaba el título de campeón del anticomunismo que ostentaba el 
dictador dominicano. 
Esta actitud intervensionista también fue expresada por la dictadu-
ra de Somoza en Nicaragua -en adición a su finca de El Tamarindo se 
seleccionó la zona de Momotombito, en el entorno del lago N icara-
44 /bidem, 1 de junio de 1954, p. 12. 
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gua, como centro de operaciones del campamento invasor-. Para la 
trama final contra Arbenz fueron reclutados Carlos Castillo Armas y 
Miguel ldígoras Fuentes. El primero era un ex coronel del ejército de 
Guatemala, egresado de la escuela de Estado Mayor de Fort Lea-
venworth, Kansas, como responsable de la acción militar; el segundo 
se reconocía como representante de los sectores conservadores, por lo 
que fue encargado de la parte política. 
En junio de 1954, el cerco tendido alrededor de Arbenz se tornó 
más estrecho. Los jefes militares obedecían las instrucciones del em-
bajador John Peurifoy, no las del presidente de la República. A esto 
hay que agregar la renuncia del jefe de la Fuerza Aérea de Guatemala 
y los primeros bombardeos a puntos estratégicos, como el puerto de 
San José, dirigidos por aviones estadounidenses que operaban desde 
el aeropuerto de Puerto Cabezas en Nicaragua.45 
La primera reacción del presidente Arbenz consistió en denunciar 
ante el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas la forma en que 
Estados Unidos auspiciaba el irrespeto a la soberanía de su país. Esta 
acción no prosperó, debido a que los gobiernos de Nicaragua y Hon-
duras se habían adelantado al solicitar a la Comisión lnteramericana 
de Paz una investigación sobre los sucesos en Guatemala. Mientras se 
discutía el protocolo diplomático en torno a la viabilidad de la parti-
cipación de la ONU en un caso ya apoderado por un organismo regio-
nal, avanzaba la invasión al país centroamericano. 
La resistencia ofrecida por el gobierno fue de escasa considera-
ción, pues era evidente que los principales jefes militares hacían cau-
sa común con los planes de injerencia de Washington. Tampoco pudo 
contar con las fuerzas políticas que le habían servido de apoyo, uni-
das desde 1953 en el Frente Democrático Nacional, pues carecían de 
la fortaleza y cohesión necesarias para replicar cualquier acción. Por 
45 Juan Bosch, op. cit., p. 679. 
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ello Jacobo Arbenz no tuvo más opción que la de renunciar a la pre-
sidencia de su país. ldígoras y Castillo Armas asumieron en periodos 
sucesivos la presidencia en Guatemala. Era el triunfo de la contrarre-
volución, y con éste se renovaba la persecución, el terror, la tortura y 
los frustrados cuartelazos. También fue el tiempo de su contraparte, 
expresada en las movilizaciones de los trabajadores, estudiantes y el 
pueblo en general, por el retorno a la legitimidad irrespetada. 
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